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Hace pocos meses el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida presentaba en el Congreso de los Diputados una Proposición de Ley orgánica de despenalización de la eutanasia (BOCG, Congreso de los Diputados, serie B, núm.146-1, 9 de febrero de 1998). 


El artículo uno dice lo siguiente: “El apartado 4 del artículo 143 de la Ley Orgánica 10/95, de 23 de noviembre, del Código Penal, queda redactado de la siguiente forma: 


4. No incurrirá en delito alguno del presente título el que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro, por la petición expresa, seria e inequívoca de éste, que conste en documento público, y mediando dictamen facultativo que constate la situación médica del paciente, cuando de forma irreversible: 


Sufriera enfermedad grave que condujera necesariamente a la muerte tras graves padecimientos físicos o psíquicos. 


Padeciera enfermedad crónica que produjera graves padecimientos físicos o psíquicos permanentes difíciles de soportar.


En los casos de pérdida definitiva de consciencia, e insuperable, con reducción absoluta de sus facultades vitales autónomas los familiares en primer grado, y en su defecto quien ejerza la representación legal con arreglo al Código Civil, podrán realizar del facultativo correspondiente dicha petición de actos necesarios y directos”.





La consideración de la bondad del contenido de este artículo se sale de los límites impuestos en este trabajo. Lo que interesa resaltar aquí es, en cambio, la imprecisa, ambigua e incoherente redacción. 


Por desgracia, el artículo 1 de la Proposición reproduce buena parte de las expresiones usadas en el artículo 143.4 del Código penal; expresiones que no dejan lugar a dudas sobre su polisemia y vaguedad (es de agradecer, no obstante, que no aparezca la propuesta de pena que incluye el artículo 143.4 CP, que es una impecable ceremonia de confusión). Dicho artículo establece que “el que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro, por petición expresa, seria e inequívoca de éste, en el caso de que la víctima sufriera una enfermedad grave que conduciría necesariamente a su muerte, o que produjera graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar, será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a las señaladas en los números 2 y 3 de este artículo” (referidos respectivamente a la cooperación necesaria en el suicidio y al auxilio ejecutivo al suicidio).





No digo que el Derecho no pueda entrar a regular una materia como la eutanasia, pero si lo hace tendrá que fijar unas condiciones claras y precisas y no crear más confusión e inseguridad que la que pretende evitar. Esto es lo que le ocurre al artículo 143.4 CP y a la propuesta de modificación presentada por Izquierda Unida. Ya que se propone una modificación del artículo 143.4 CP, sería un buen momento para aprovechar para cambiar no sólo el contenido del artículo sino también su forma, atajando de este modo tanto las incorrecciones materiales como los despropósitos gramaticales que se han cometido. La proposición de Izquierda Unida no lo hace y, en consecuencia, tenemos que vérnoslas de nuevo con incómodos problemas de interpretación lingüísticos y lógicos.





La redacción similar de los dos artículos permite hacer un análisis conjunto de ambos de acuerdo con la siguiente división por apartados: 


1. El comportamiento del sujeto activo


La petición del sujeto pasivo


La situación del sujeto pasivo


La pena











El comportamiento del sujeto activo





Tanto el artículo 143.4 CP como el artículo 1 de la proposición de ley utilizan la siguiente expresión para referirse al comportamiento que debe realizar el sujeto activo: “el que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro”. 


La expresión no es afortunada: aparecen dos verbos separados por la conjunción disyuntiva “o” y una serie de variados complementos (“activamente”, “con actos necesarios”, “[con actos] directos”, “a la muerte de otro”). 


Un pequeño problema se plantea con la expresión “a la muerte de otro”, que casa bien con el verbo “cooperar”, pero que forma una expresión ininteligible con el verbo “causar”, pues “causar [...] a la muerte de otro” no cumple las reglas gramaticales. 


La dificultad no es, ni mucho menos, insuperable, porque sólo supone una pequeña incorrección gramatical que se salva fácilmente entendiendo que a “causar” le corresponde “la muerte de otro” y que para “cooperar” hay que añadir la preposición “a”. De este modo, las dos expresiones se hacen perfectamente inteligibles. 





Más dificultades plantean los demás complementos: “activamente”, “con actos necesarios” y “[con actos] directos”. 


Una posible interpretación es la de entender que la disyuntiva “o” deja al verbo “causar” sin estos complementos, que pasan a acompañar al verbo “cooperar”. Se formarían así las siguientes dos expresiones: “causar la muerte de otro” y “cooperar activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro”. Esta interpretación podría parecer la más lógica en términos gramaticales, pero no la más adecuada. Interpretado así este apartado, el “causar” podría no ser ni activo ni directo, dándose entrada a algunas formas de causación omisivas y a todas las indirectas, que se entienden, desde hace tiempo, impunes. En efecto, la llamada eutanasia indirecta (en terminología tradicional), es decir, aquella que consiste en la “realización de una acción que, teniendo un efecto bueno de inmediato, propicia un deterioro de las funciones vitales, que no se desea, pero que acorta la vida del sujeto” (Durán, 1986, 121), se contempla como una conducta acorde con el deber moral de proporcionar un bien al sujeto pasivo y perfectamente encuadrable en la lex artis médica. 


De un modo similar, algunos tipos de causación omisiva de la muerte son impunes. Estas formas omisivas se encuadran dentro de la llamada eutanasia pasiva, que se define como la omisión del sujeto activo mediante la cual se deja morir al sujeto pasivo (Torío, 1990,88; Gafo, 1990, 54), y que se diferencia así de la eutanasia activa, referida a las acciones que matan. No obstante, la eutanasia pasiva sólo se considera impune cuando se entiende como la supresión o la no puesta en práctica de las medidas o los medios técnicos que permiten a una persona vivir (Durán, 1986, 121), siendo así que ya nada se puede hacer por el sujeto pasivo. Dicho de otro modo, parece claro que aunque existen omisiones causales perfectamente admitidas, también existen omisiones que merecen tanto reproche moral como las acciones definidas por la eutanasia activa.


La dificultad no es poca; en unos casos, se ha intentado separar las omisiones permitidas de las no permitidas redefiniendo la expresión “eutanasia pasiva”, de tal modo que abarcara sólo a las primeras. Se dice así que “la mal llamada eutanasia pasiva es en realidad la atención correcta que evita la prolongación absurda de la vida a través de medios artificiales, y que constituye una práctica de sentido común” (Diario Médico, 7-1-1994); que es “la interrupción de un tratamiento carente de sentido científico” (Torío, 1990, 89); o que consiste en el hecho de “no comenzar o continuar un tratamiento cuando el enfermo consciente y explícitamente así lo pide [y así mismo], no aplicar medidas excepcionales en casos de enfermos irrecuperables” (Rodríguez Aguilera, 1990, 95). En otros casos, se ha creado el término “ortotanasia”, definido como “la interrupción de la terapia con la finalidad de no prolongar los sufrimientos...” (Zugaldía, 1990, 67), o como la interrupción de los tratamientos que mantienen artificialmente con vida (Martín Mateo, 1987, 97). Se consigue así diferenciar la eutanasia pasiva y la ortotanasia, pues aquella empieza donde acaba ésta (Gascón, 1992, 94). 


En cualquier caso, lo que se desea dejar claro es que sólo algunas formas omisivas (léase algunas formas de eutanasia pasiva) son permisibles.


Si se interpretan así los artículos, habría que entender que el 143.4 CP castiga cualquier causación, ya sea directa, indirecta, activa u omisiva. Esto es, que el Código penal pretende volver a penar las eutanasias indirectas y las eutanasia omisivas impunes. 


La interpretación del 143.4 CP no puede ser, por tanto, ésta.





El artículo 1 de la Proposición de Ley utiliza la misma expresión. Es de suponer que puesto que la expresión es idéntica, la interpretación debe ser la misma en ambos casos. Todavía no sabemos qué es lo que se ha querido expresar en el artículo 143.4 CP, pero sea lo que sea debe ser idéntico a lo querido con la expresión del artículo 1 de la Proposición de Ley. Con todo, aunque el sentido de la expresión tiene que ser el mismo en los dos casos, la consecuencia no lo es. Dar entrada a la causación omisiva e indirecta en el artículo 143.4 CP es un absurdo porque permite castigar comportamientos considerados, desde hace tiempo, impunes. Esto no ocurre en el artículo 1 de la Proposición de Ley, pues justamente lo que se afirma es que esos comportamientos no deben constituir delito alguno. A lo único a que nos lleva en este caso la interpretación mencionada es a preguntarnos si lo que pretenden los proponentes es despenalizar lo que ya está despenalizado o recordarnos que la causación indirecta y algún tipo de causación omisiva es impune. 


Más bien parece que se ha trasladado la expresión del Código Penal a la Proposición de Ley sin un análisis previo, y, por consiguiente, sin percatarse de su ambigüedad. Si esto es así, parece lógico pensar que la interpretación que vale para el artículo 143.4 CP será también la adecuada para el artículo 1 de la Proposición de Ley. 


Así pues, tendremos que desechar para ambos artículos la interpretación que divide la expresión referida al sujeto activo en las de “causar la muerte de otro” y “cooperar activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro”. 





Existe otra posible interpretación. Puede pensarse que los comportamientos requeridos son los de “causar con actos necesarios y directos la muerte de otro” y la de “ cooperar activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro”. Es decir, es posible entender que la expresión “cooperar activamente” es indisoluble, y que los complementos “con actos necesarios”, “con actos directos” y “a la muerte de otro” deben aplicarse al verbo “causar” y a la expresión “cooperar activamente”.


La interpretación sigue siendo absurda (al menos referida al artículo 143.4 CP). Aunque la causación tendría que ser directa, se seguiría dando entrada a la causación omisiva, con la consecuencia ya mencionada más arriba. 


Además, se estaría exigiendo que el causar fuera “con actos necesarios”. Esta exigencia tiene sentido si de lo que se habla es de la cooperación, que puede ser necesaria o no necesaria, pero es un absurdo referida a la causación. No existe la causación necesaria en contraposición a la causación no necesaria. Sencillamente, la causación que no es necesaria no es causación. 


Por estos dos motivos podemos entender que esta interpretación no es la correcta en el caso del artículo 143.4 CP, y, por el segundo de ellos, que tampoco vale para el artículo 1 de la Proposición de Ley. 





Al mismo absurdo se llega si lo que se entiende es que los complementos “con actos necesarios” y “[con actos] directos” son aplicables respectivamente a “causar” y a “cooperar activamente”, formándose las siguientes dos expresiones: “causar con actos necesarios la muerte de otro” y “cooperar activamente con actos directos a la muerte de otro”. La interpretación es gramaticalmente posible, pero no tiene sentido alguno, pues de nuevo el 143.4 CP estaría castigando la causación omisiva y además se estaría dando entrada a esa extraña forma de causación que se denominaría causación necesaria. 


Por si fuera poco, se estaría permitiendo también la cooperación no necesaria, lo cual traería curiosas consecuencias. En el caso del artículo 143.4 CP se estaría castigando una conducta que se considera impune en el supuesto del suicidio. En otras palabras, el legislador habría dejado fuera del tipo penal del 143.2 (que es el caso agravado) la cooperación no necesaria, y estaría permitiendo el castigo de ese mismo comportamiento para el supuesto atenuado de la eutanasia. Tamaño absurdo es suficiente para descartar esta interpretación del 143.4 CP. En el caso del artículo 1 de la Proposición de Ley, la consecuencia no sería tan absurda. Quedarían despenalizadas todas las cooperaciones directas, así necesarias como no necesarias, lo cual tiene más sentido. Con todo, descartada esta interpretación para el artículo 143.4 CP, quedaría también eliminada para el artículo 1 de la Proposición de Ley.





Para evitar que el artículo 143.4 CP castigue las conductas omisivas consideradas impunes, no queda otro remedio que entender que el adverbio “activamente” debe ser aplicado también al verbo “causar”. 


Lo mismo ocurre con el complemento “[con actos] directos”, si queremos evitar dar entrada a las eutanasias indirectas.


Así mismo, “con actos necesarios” sólo es lógicamente aplicable a la cooperación, que puede ser tanto necesaria como no necesaria, pero no a la causación. 


En conclusión, la interpretación que entiendo correcta es la que permite formar las siguientes dos expresiones: “causar activamente con actos directos la muerte de otro” y “cooperar activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro”. 


El esfuerzo que se debe hacer para llegar a esta interpretación no es pequeño. Debemos retorcer gramaticalmente la expresión aplicando unos complementos a un verbo, otros a otro para poder conseguir algo inteligible, y para entender que lo que el legislador quiso decir con el artículo 143.4 CP, aunque no dijo, es que el sujeto activo del delito de eutanasia es aquel que “cause activamente con actos directos la muerte de otro” o aquel que “coopere activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro”. 


Entendida así la expresión, debe concluirse que el artículo 143.4 CP considera impune tanto la cooperación no necesaria como la cooperación omisiva. La expresión “coopere activamente con actos necesarios y directos” es clara. Si se hubieran querido castigar las conductas omisivas, es de suponer que se habría empleado una expresión similar a la del apartado segundo del artículo 143.4 CP, mencionando tan solo “al que coopere con actos necesarios”. En el mismo sentido, si se hubiera querido penar la mera cooperación (no necesaria), se habría obviado la referencia a los actos necesarios. Lo cual no tendría sentido, pues el supuesto de referencia que es el de la cooperación al suicidio (que es el tipo agravado) exige que la cooperación sea necesaria.


Más problemas plantea la causación activa y directa de la muerte. La referencia a los actos directos deja fuera de la tipificación del 143.4 CP los actos indirectos. Estos podrían en todo caso ser penados de acuerdo con el apartado tercero de este artículo que castiga el auxilio ejecutivo al suicidio. No obstante, parece lógico pensar que si el legislador ha atenuado la pena para los supuestos de eutanasia en el caso en que se provoque la muerte de un modo directo, que es un caso más grave, no iba a dejar sin atenuar (permitiendo que entrara en juego el 143.3 CP) los casos de eutanasia en los que la muerte se provoca de un modo indirecto, que es un caso más leve. Y puesto que estos últimos casos no aparecen tipificados en el apartado cuarto del 143 CP, tienen que considerarse impunes.  


Por su parte, la referencia a la causación activa excluye toda omisión. No sólo la omisión que ya se consideraba impune (determinado tipo de eutanasia pasiva), sino cualquier otra conducta omisiva causal. De ninguna manera sería posible entender que la conducta omisiva es punible por el apartado 3 del 143 CP, pues en tal caso estaríamos penando más gravemente el comportamiento omisivo que el activo. De tal modo, es más lógico pensar que si el legislador ha querido atenuar la conducta eutanásica y ha hecho referencia sólo a la conducta activa es porque desea dejar impune la omisiva. Esto está en consonancia con el sentir general que entiende que la eutanasia pasiva, definida como la que consiste en la supresión de tratamientos inútiles o que alargan artificialmente la vida, es impune. Ahora bien, existen omisiones que no consisten en la supresión del tratamiento inútil o en la prolongación artificial de la vida (piénsese, por ejemplo, en la no alimentación del sujeto pasivo que muere de inanición). La impunidad de estas conductas no está, ni mucho menos, aceptada, pero no podrían penarse porque lo impediría el término “activamente” del 143.4 CP. Tampoco podrían penarse de acuerdo con los apartados segundo y tercero del mismo artículo, ya que son supuestos agravados respecto a la eutanasia y no tendría sentido atenuar las conductas activas y no atenuar las conductas omisivas. Y, sin embargo, tendrían que penarse, pues no es menos absurdo que se castigue el comportamiento activo y no el omisivo, siendo así que ambos merecen igual reproche (como afirma Juanatey (1992, 121), no tiene sentido castigar al que pone la inyección letal al enfermo terminal y dejar impune al que no alimenta al tetrapléjico). 





Estas son las consecuencias sin sentido que se derivan de la interpretación más adecuada y lógica de la expresión referida al comportamiento del sujeto activo del artículo 143.4 CP.


Como afirmaba antes, esta debe ser también la interpretación que exige el artículo 1 de la Proposición de Ley. La expresión es la misma, y, según todos los indicios, el sentido tiene que ser idéntico. Creo que apoya también esta interpretación el hecho de que en el tercer párrafo del artículo 1 se afirma que en el caso de que el sujeto pasivo pierda definitivamente la consciencia, los familiares en primer grado o el representante legal “podrán realizar del facultativo correspondiente dicha petición de actos necesarios y directos”.


No obstante, las consecuencias son distintas, pues en el caso del artículo 143.4 CP se están castigando esos comportamientos, mientras que en el caso del artículo 1 de la Proposición de Ley se pide que sean impunes. 


Dicho de otro modo, en este caso los autores de la Proposición están sugiriendo lo siguiente: por un lado, que la cooperación activa, necesaria y directa sea impune. Se pretenden despenalizar así aquellos comportamientos que el artículo 143.4 CP sanciona. Nada se dice de la cooperación omisiva, indirecta o no necesaria. No obstante, según el análisis efectuado, todas esas conductas deben entenderse impunes. Y en buena lógica, debemos pensar que así deben permanecer, y que la proposición que pretende despenalizar lo más no puede pretender sancionar lo menos. 


Por otro lado, dichos autores sugieren que la causación activa y directa también sea impune. Igualmente, podemos entender que no se pretende que la causación indirecta se castigue. Si castigando la causación directa, como hace el artículo 143.4 CP, se consigue dejar fuera la causación indirecta, por el mismo motivo y con más razón despenalizando la directa debemos entender excluida la indirecta. 


No ocurre igual con la cuestión de la causación activa. Si castigando la causación activa se evita la punición de cualquier omisión, despenalizando aquélla (tan solo) podría entenderse despenalizada ésta. Y digo sólo que podría entenderse, pues también es posible (aunque no probable) que los autores de la Proposición de Ley entendieran que la omisión o que determinadas omisiones (aquellas que no se consideran permitidas) siguieran sin estar permitidas. Es decir, podría suceder que los autores creyeran que las omisiones que hoy son admisibles, siguieran siéndolo, y que las acciones que hoy están penadas se dejasen de sancionar, y que, no obstante esto, se penaran las omisiones que hoy, aunque inevitablemente impunes por el tenor de la ley, no se consideran, desde algún sector doctrinal, admisibles. No sé cuál podría ser la argumentación para sostener tal postura, pero, sin duda, no sería lógicamente imposible de sostener.





En cualquier caso, no parece haber sido un buen recurso el de importar una expresión como la que utiliza el artículo 143.4 CP, que es tremendamente ambigua y que exige hacer  serios esfuerzos para su comprensión (tras los cuales, todo hay que decirlo, topamos con consecuencias ciertamente extrañas). 


























2. La petición del sujeto pasivo





En el artículo 143.4 CP se establece que el que causare o cooperare debe hacerlo “por la petición seria, expresa e inequívoca” del sujeto pasivo. Idéntica expresión se utiliza en el artículo 1 de la Proposición de Ley, en el que se añade la necesidad de que tal petición “conste en documento público” y de que medie “dictamen facultativo que constate la situación médica del paciente”.


La expresión común de ambos artículos permite, de nuevo, un análisis conjunto:


La preposición “por” de esa expresión común denota la causa del comportamiento del sujeto activo. Este debe causar o cooperar porque el sujeto pasivo lo pide. En el artículo 143.4 CP no se exige que la petición sea hecha al sujeto activo, pero sí que éste practique la eutanasia a causa de esa petición, esto es, conociendo esa petición y haciendo de ella el motivo de su comportamiento. De este modo, el 143.4 CP sólo permite atenuar la pena (en relación con otros tipos penales) cuando el sujeto activo causa la muerte del sujeto pasivo o coopera en ella, por la petición de éste (entre otras cosas). Esto tiene sentido, pues de este modo se pone en evidencia la importancia que tiene el hecho de que el sujeto activo se comporte de acuerdo con el requerimiento del sujeto pasivo en vez de contra él o sin él. En el primer caso es adecuado atenuar la pena, en el segundo, no.


Por otra parte, en el artículo 143.4 CP no se exige que el sujeto activo tenga hacia el sujeto pasivo un sentimiento especial de piedad o de lástima o un deseo de benefactor. Es, por tanto, indiferente que el sujeto activo quiera causar un bien al sujeto pasivo como que desee matarle por las razones más viles. 





Esta interpretación es la que hay que hacer también respecto del artículo 1 de la Proposición. Los autores de la Proposición de Ley están afirmando que no es delito practicar una eutanasia por la petición del sujeto pasivo o, en su defecto, de sus familiares en primer grado o representante legal. Esto es, que no existe delito cuando el sujeto activo practica la eutanasia a causa de esa petición, es decir, conociendo esa petición y haciendo de ella el motivo de su comportamiento. En el caso del 143.4 CP si el sujeto activo practica la eutanasia, pero no por petición del sujeto pasivo (es decir, sin conocer tal petición, aunque ésta exista), no cabe la atenuación de la pena. Esto tiene cierto sentido, pues tanto si el sujeto activo conoce la petición (y hace de ella la causa de su comportamiento) como si no, se mantiene que la conducta de matar es delito (si bien en el primer caso, atenuado). Pero en el caso del artículo 1 de la Proposición la consecuencia de esta interpretación es que si el sujeto activo practica la eutanasia, pero no por petición del sujeto pasivo (es decir, sin conocer tal petición, aunque exista), no cabe la impunidad. Dicho de otra manera, este supuesto debe ser punible. Ahora bien, si no incurre en delito alguno el que mata por la petición del sujeto pasivo, ¿en qué delito incurre el que mata pero no por la petición del sujeto pasivo?. 


Si entendemos que la petición del sujeto pasivo es equiparable a la prestación del consentimiento, podría pensarse que los autores de la Proposición pretenden decir que el consentimiento del sujeto pasivo excluye la tipicidad. La posición es perfectamente defendible. Es posible sostener que el consentimiento en la eutanasia es ineficaz aunque pueda atenuar la pena (véanse Pamblanco (1988,124), Romeo (1987,203), Zugaldía (1987,299) o Bacigalupo (1991,27)); es posible sostener que puede  operar como causa de justificación, diferenciando así entre el Einwilligung de la doctrina alemana y el Einverständnis o consentimiento excluyente de la tipicidad (véase Gandara, 1995, 67s.); y, sin duda, es posible sostener que en todo caso el consentimiento excluye la tipicidad de la conducta (véanse García Vitoria (1987, 85s.) o Díaz Aranda (1995, 192)). Esta última postura derivaría de una concepción de los bienes jurídicos que entiende que lo que se protege no es la integridad per se de esos bienes, sino el dominio autónomo del sujeto sobre los distintos objetos, sin que tenga sentido distinguir entre bienes jurídicos disponibles y bienes jurídicos indisponibles (Gandara, 1995, 100). Al respecto se podría decir que sólo son objetivamente imputables a los sujetos los comportamientos que causan el resultado típico y que además crean un peligro jurídicamente desaprobado, siendo así que el consentimiento del sujeto titular del bien evita que el comportamiento del sujeto activo se considere socialmente inadecuado. En otras palabras, si lo que se protege es el dominio autónomo de los sujetos sobre los bienes, y si de tal modo se garantiza el libre desarrollo de los individuos, es perfectamente aceptable que los sujetos puedan consentir la intervención de terceros en un bien propio. Dicha intervención, que es consecuencia de la libertad concedida al sujeto titular del bien, no puede considerarse socialmente inadecuada y, por lo tanto, no puede estar contemplada por la finalidad de protección de la norma penal. En definitiva, el consentimiento prestado por el titular de un bien a otro sujeto, en uso de su autonomía, convierte la conducta del tercero en algo socialmente adecuado, que no merece ningún juicio de disvalor, pues ni el bien es lesionado, ni se realiza el injusto típico. El consentimiento, pues, actúa como causa de exclusión de la tipicidad (Gandara, 1995, 107). 


Digo, en consecuencia, que es perfectamente posible defender que el consentimiento del sujeto pasivo en la eutanasia excluye la tipicidad. ¿Pero es esto lo que nos quieren decir los autores de la Proposición de Ley?. Entiendo que no. 


Para poder entender lo contrario, el artículo 1 de la Proposición tendría que decir que “el que causare o cooperare [...] cuando exista una previa petición del sujeto pasivo...” o algo similar. Pero esto no se dice en el artículo, sino que se afirma que se debe practicar la eutanasia “por la petición” del sujeto pasivo. De tal manera que el consentimiento no excluye la tipicidad, pues no basta con que exista, sino que es necesario que constituya la causa del comportamiento del sujeto activo.


Dicho sea de paso, aunque se sostuviera que el consentimiento excluye la tipicidad, sería posible castigar al sujeto activo que practica la eutanasia desconociendo el consentimiento dado por el sujeto pasivo, pues aunque la existencia del consentimiento evita el disvalor del resultado, el desconocimiento doloso por parte del sujeto activo no elimina el disvalor de la acción.


Pero la solución propuesta por los autores de la Proposición no es esta. Lo que ellos afirman es que sólo se excluye la tipicidad en el caso de que el sujeto activo practique la eutanasia con base en (es decir, conociendo) el consentimiento del sujeto pasivo. En otras palabras, no se comete delito cuando el sujeto activo conoce el consentimiento del sujeto pasivo, pero sí en otro caso. Lo que habría que preguntar entonces es con base en qué es posible penar a quien practica la eutanasia existiendo un consentimiento (no conocido por él). Esto es, qué es exactamente lo que hace que se excluya la tipicidad de la conducta. Parece claro que es el conocimiento del sujeto activo. Con lo cual estamos ante una situación curiosa: si el consentimiento existe y el sujeto activo lo conoce, la conducta no es típica, pero si el consentimiento existe pero el sujeto activo no lo conoce, la conducta sí es típica.¿Es esto lo que quieren afirmar los autores de la Proposición de Ley?. En tal caso ¿entrarían en juego los artículos 143.2 o 143.3 del Código Penal?; ¿el hecho de que el sujeto activo desconociera la petición del sujeto pasivo convertiría la eutanasia en auxilio al suicidio?.





Por otro lado, en el artículo 143.4 CP no se exige ningún sentimiento especial del sujeto activo para con el sujeto pasivo. Se pretende así castigar de igual modo a quien practica la eutanasia por móviles humanitarios que a quien lo hace por móviles despreciables. ¿Los autores de la Proposición de Ley pretenden excluir la tipicidad en ambos casos?. Parece evidente que así es desde el momento en que no se especifica nada sobre la especial consideración que debe tener el sujeto activo para con el pasivo. 





En tercer lugar, en el artículo 143.4 CP se mencionan tres adjetivos: expreso, serio e inequívoco. A falta de una definición jurídica más precisa, por “petición expresa” tendremos que entender, de acuerdo con la definición que ofrece el Diccionario de la Real Academia,  una petición clara, patente y especificada, esto es, manifiesta y evidente, perceptible, fijada y determinada de modo preciso, y que, en consecuencia, no es preciso conjeturar por indicios. 


Del mismo modo, por “petición seria” deberemos entender una petición real, verdadera y sincera, es decir, una petición que es conforme con lo que la mente del sujeto pasivo quiere.


Finalmente, por “petición inequívoca” entenderemos una petición que no admite duda o equivocación. 


Tiene razón Juanatey (1994, 120) cuando afirma que el término “seria” es ajeno a nuestro lenguaje legislativo y que, en consecuencia, no existe interpretación jurisprudencial o doctrinal sobre su significado jurídico penal. La fórmula “expresa, seria e inequívoca” recuerda a las expresiones usadas en los parágrafos 215 y 216 del Proyecto alternativo de Ley reguladora de la ayuda a morir alemán (V.A., Proyecto, 1988, 855 y 865). De estos presupuestos deduce Juanatey una interpretación de la expresión del 143.4 CP similar a la alemana. Para Juanatey (1992, 120), la petición debe ser libre, responsable y reflexiva, pues lo fundamental es que el sujeto comprenda su situación y sea plenamente consciente de la significación y alcance de su resolución. De este modo, se dejan fuera los supuestos en los que la petición procede de un inimputable y aquellos otros en los que la petición se ha obtenido con violencia, amenaza, sugestión o engaño.


No obstante, la interpretación es aventurada. Todo lo que se puede deducir de la expresión “petición expresa, seria e inequívoca” es que el legislador ha querido que la petición sea patente y clara, indubitada y concorde con lo que el sujeto desea realmente. Esto deja fuera las peticiones que se conjeturan por indicios, las que se expresan de un modo confuso, las que plantean dudas sobre lo que realmente desea el sujeto y las que no expresan su verdadero sentir. Deducir de ahí características como las de responsabilidad o reflexión parece excesivo. Una petición no reflexionada o no responsable puede ser seria, es decir, real, verdadera y sincera. Se puede defender que una petición obtenida con violencia o con amenazas no es seria, pero más difícil es decir que la que emite el sujeto engañado no es conforme con lo que realmente desea, pues, aunque bajo engaño, lo que él pide está en consonancia con lo que desea, si bien ese deseo está formado bajo premisas falsas. Y más difícil es decir que la petición de un menor de edad, por ejemplo, no es seria, pues a pesar de su estado su petición es real, verdadera y sincera, y conforme con lo que su mente quiere. 


Parece correcto exigir que la petición del sujeto pasivo sea reflexionada, responsable y libre, pero no creo que esto se pueda deducir de las palabras de la ley. Se puede pensar que la petición debería ser formulada con base en una información detallada sobre la situación del sujeto emisor, sobre su diagnóstico, pronóstico y alternativas, pero esto no lo dice el artículo 143.4 CP. Se puede pensar incluso que la petición debe ser reiterada y escrita, pero esto tampoco lo dice la ley. En el artículo 143.4 CP no se menciona ni la capacidad del que hace la petición, ni la forma de hacer ésta, ni el momento en que se hace, ni el fundamento mismo de la petición. Puede ser actual o muy anterior al momento de la muerte (por ejemplo, manifestada en un testamento vital), puede ser escrita o verbal, puede ser única o reiterada. Lo único que se exige es que la petición sea expresa, seria e inequívoca, y nada más. 





Algunos de estos defectos se trasladan al artículo 1 de la Proposición. Seguimos sin saber qué significa exactamente “expresa, seria e inequívoca” y, por consiguiente, no sabemos hasta dónde debe llegar la impunidad. ¿Qué seriedad se debe exigir?, ¿es seria la petición de un joven de quince años? ¿y la de uno de dieciséis?, ¿hasta dónde se puede entender que una petición es equívoca?, ¿inequívoca para quién?, ¿para el Notario?, ¿para el juez?, ¿para el sujeto activo?, ¿vale un testamento vital como petición expresa?. Estas y otras muchas son las dudas que plantea la redacción del artículo 1 de la Proposición. Y en todo caso, si se llega a la conclusión de que en determinado supuesto la petición no ha sido seria o inequívoca ¿se aplicará el 143.2 o el 143.3 del Código Penal?. Parece que sí, pues a contrario sensu, en este caso sí se incurriría en delito, y los únicos delitos a los que remitir esa conducta serían los tipificados en los números 2 y 3 del artículo 143 CP (quizá en algún caso sería aplicable el 138 CP).


Si esto es así, parece que lo que diferenciaría a la eutanasia del suicidio serían determinadas características de la petición, lo cual es ciertamente absurdo. La eutanasia y el auxilio al suicidio se diferencian por la distinta situación en la que se encuentra el sujeto pasivo, no porque en un caso la petición se entienda equívoca y en el otro no, o porque en un caso el sujeto activo conociera dicha petición y en el otro no.





Aparte de todo ello, en el artículo 1 de la Proposición se añade que la petición del sujeto pasivo debe constar “en documento público”. Es de agradecer este inciso pues así se  evita parte de la vaguedad que perjudica a la expresión “por la petición expresa, seria e inequívoca de éste”. 


Ahora, al menos, sabemos que esa petición tiene que constar en un documento público. Es de suponer que vale tanto la petición hecha momentos antes de la muerte como la que se hizo muchos años atrás, pues ambas pueden ser expresas, serias e inequívocas, y ambas pueden constar en documento público. 


Lo que se entiende menos es el comienzo de la Disposición Adicional de la Proposición de Ley. Dice lo siguiente: “El Gobierno elaborará un reglamento que regule las garantías de constancia jurídica de la voluntad del afectado...”. Esto es, los autores de la Proposición desean que la voluntad del afectado conste, diríamos, fehacientemente. No que el contenido de esa voluntad tenga unas características determinadas, sino que conste que esa voluntad se ha manifestado. Dicho de otro modo, que aparte de que esa voluntad conste en documento público deberán existir otras garantías adicionales. No hubiera estado de más especificar cuáles y en qué casos. 





Finalmente, exige el artículo que se practique la eutanasia “mediando dictamen facultativo que constate la situación médica del paciente”. También es de agradecer la inclusión de este requisito. Se echa en falta, no obstante, un mayor detalle. No se exige, por ejemplo, que el facultativo que hace el dictamen sea el médico que trata al sujeto pasivo, de tal manera que puede ser cualquier otro ajeno al caso. No se exige que sea un especialista, por lo que puede ser alguien no experto. No se exige que intervengan varios médicos, lo cual puede crear cierta inseguridad. No se pide que el médico que hace el dictamen no sea el sujeto activo, de tal modo que puede ocurrir tanto que el autor del dictamen sea el que practica la eutanasia como que sean sujetos distintos. Y tampoco parece exigirse que el sujeto pasivo conozca el dictamen y lo discuta con el médico, o que reciba suficiente información, en términos comprensibles, sobre su diagnóstico y pronóstico y sobre las alternativas más razonables, o que pueda consultar a otros médicos especialistas o dialogar sobre su situación con el personal sanitario.


En fin, escasos requisitos para regular la práctica de la eutanasia. No sería aceptable una abundancia de requisitos que dejaran sin sentido, en la práctica, la despenalización, que es lo que desean los autores de la Proposición. Pero tampoco parece adecuado dar entrada a todas las dudas que se acaban de plantear por falta de requisitos.











La situación del sujeto pasivo





El artículo 143.4 CP continúa afirmando que la atenuación del tipo sólo es posible “en el caso de que la víctima sufriera una enfermedad grave que conduciría necesariamente a su muerte, o que produjera graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar”. En cualquier caso, pues, es necesario que el sujeto sufra una una enfermedad grave, es decir, una alteración muy seria de su salud. 


Esta exigencia deja fuera del supuesto de hecho cualquier otra situación que no pueda ser conceptuada como enfermedad, ya provoque padecimientos insufribles, ya conduzca inexorablemente a la muerte. Tales casos necesariamente tendrán que ser penados con arreglo a los apartados 2 y 3 del mismo artículo referidos a la cooperación al suicidio y al auxilio ejecutivo al suicidio. 


Por otro lado, la expresión “enfermedad grave” es ciertamente vaga. No queda claro cuáles pueden ser esas enfermedades graves, ni sabemos si la gravedad debe apreciarla un facultativo, el sujeto activo o los tribunales. Puede entenderse que cualquier enfermedad que conduce necesariamente a la muerte es una enfermedad grave, pero entonces la referencia a la gravedad está de más, pues bastaría con hablar de una enfermedad que conduce necesariamente a la muerte para que se entendiera que se trata de una enfermedad grave. Y lo mismo ocurre con aquellas otras que producen graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar. Si la enfermedad que produce tales padecimientos debe ser grave, es porque se supone que existen enfermedades que producen los mismos padecimientos y que no son graves. Pero entonces hay que preguntarse cómo distinguiremos unas de otras, quién deberá hacerlo, y qué ocurrirá con esos casos de enfermedades no graves. Y si se entiende que todas las enfermedades que producen esos padecimientos son graves, ¿qué sentido tiene hablar de “una enfermedad grave”?. 





También es imprescindible que la enfermedad conduzca necesariamente a la muerte. Esto significa que la muerte del sujeto debe ser consecuencia segura de la enfermedad y que no existe posibilidad alguna de evitarlo. En el estado actual de la ciencia médica ello es cuestionable, pues, estrictamente hablando, pocas enfermedades, por no decir ninguna, conducen necesariamente a la muerte. Cosa distinta es que haya enfermedades que no son tratables, pero de ahí a que el sujeto vaya a morir necesariamente hay un trecho. La ley no dice que la condición sea la imposibilidad de devolver la salud al sujeto sino la imposibilidad de que muera, y eso no es imposible desde el momento en que existen máquinas que realizan las funciones vitales artificialmente. ¿Debemos concluir que la condición de aplicación de la norma es imposible?. ¿O debemos redefinir el término “necesariamente”, poniéndolo en relación con los recursos que se utilizan habitualmente? ¿Y si es así, con arreglo a qué criterios?.





Por otro lado, tampoco se exige que la muerte del sujeto sea algo inminente o que la enfermedad tenga que ser dolorosa. No comparto la opinión de Muñagorri (1994, 79), cuando afirma que la expresión “enfermedad grave que conduce necesariamente a la muerte” puede entenderse como una situación de “inminencia, en no mucho tiempo, de la muerte”. Y tampoco entiendo, como hace este autor (Muñagorri, ibidem), que “por el sentido del precepto deba tratarse de situaciones de imposibilidad o al menos de dificultad grave de actuar del propio titular que necesita el auxilio de terceros porque no parece que sea admisible el comprometer a terceros en una actuación de tal magnitud cuando el sujeto puede actuar por sí mismo”. La Ley no exige que el titular se vea impedido para actuar o que la muerte sea inminente. Sólo exige que la muerte sea consecuencia necesaria de la enfermedad grave. Y nada impide que esa conducción necesaria hacia la muerte dure un periodo de tiempo más o menos largo o que el sujeto pasivo sea capaz de suicidarse. 





Por lo que se refiere al segundo supuesto, se afirma en el artículo que la enfermedad grave debe producir graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar. Debemos preguntarnos si acaso existen enfermedades graves que no producen graves padecimientos permenentes y difíciles de soportar o enfermedades que producen esos padecimientos pero que no se consideran graves. Si no es así, esto es, si todas las enfermedades graves producen tales padecimientos o si todas las enfermedades que producen esos padecimientos son graves, entonces la expresión utilizada en el 143.4 CP es redundante, y, en este caso, bastaría con hablar de “enfermedades graves”, sin más, o de “enfermedades que producen graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar”. Y si, en cambio, “enfermedad grave” no va unido necesariamente a “producción de graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar”, esto es, si puede haber enfermedades graves que no producen esos padecimientos o enfermedades que producen esos padecimientos pero que no son graves, tendremos que saber cuáles son, cómo distinguir unas de otras y con arreglo a qué criterios, cosa que, por supuesto, el 143.4 CP no dice. Además, si nos encontramos ante un caso así (supongamos, por ejemplo, que el sujeto pasivo sufre una enfermedad que produce graves padecimientos pero que no se considera enfermedad grave), es de suponer que entrarían en juego el 143.2 y el 143.3 CP. Pero entonces debemos aceptar que lo que diferencia la eutanasia del suicidio es la concurrencia de ambos requisitos, y que, por lo tanto, si sólo se da uno de ellos no será posible la atenuación de la pena. Pero ¿es esto así?. 


Finalmente, de la expresión utilizada en el 143.4 CP se podría deducir que en la exigencia de la permanencia de los padecimientos va implícita su inevitabilidad; esto es, se puede pensar que si los padecimientos difíciles de soportar pudieran ser aliviados, se haría así, y dejarían de ser permanentes, y que, por lo tanto, son permanentes porque no se pueden aliviar. Con todo, tampoco es ilógico pensar en situaciones en las que la enfermedad grave produce graves padecimientos difíciles de soportar, que son permanentes sencillamente porque no son aliviados, y que entrarían en el supuesto del artículo 143.4 CP. 





Alguna de estas cuestiones mencionadas puede plantearse también respecto del artículo 1 de la Proposición. Afortunadamente, los autores de la Proposición de Ley se separan en este punto de la vaga redacción del 143.4 CP. Por un lado, se exige que en cualquier caso la enfermedad sufrida sea irreversible. Habrá que entender por irreversible aquella situación en la que no es posible, diríamos, una vuelta atrás. En nuestro caso, un sujeto sufre una enfermedad (del tipo que sea) irreversible cuando no existe posibilidad alguna de impedir que el sujeto permanezca en esa situación. La exigencia me parece correcta, pues no es adecuado dar entrada en la figura de eutanasia a situaciones pasajeras que tienen mejor cabida en el auxilio al suicidio. 


Las situaciones previstas en el artículo 1 son las siguientes: “sufrir enfermedad grave que conduzca necesariamente a la muerte tras graves padecimientos físicos o psíquicos” o “padecer enfermedad crónica que produzca graves padecimientos físicos o psíquicos permanentes difíciles de soportar”. 


En el primer supuesto nos enfrentamos a los mismos problemas que tratábamos en el artículo 143.4 CP. Por un lado, pocas enfermedades graves conducen necesariamente a la muerte. Por otro, seguimos sin saber si todas las enfermedades que conducen necesariamente a la muerte tras graves padecimientos físicos o psíquicos son graves o si existen enfermedades que producen esos padecimientos y que no se consideran graves. En el primer caso, la expresión es redundante; en el segundo, no podremos saber cuál es el criterio para diferenciar unas de otras y qué ocurrirá si no se cumplen ambos requisitos. Según lo expuesto por los autores de la Proposición si el sujeto pasivo se ve abocado a la muerte tras graves padecimientos físicos o psíquicos como consecuencia de una enfermedad que no se considera grave y el sujeto activo causa o coopera en su muerte, el sujeto activo comete delito. Es de suponer que un auxilio (o auxilio ejecutivo) al suicidio. ¿Es esto lo que desean decir los autores de la Proposición?. ¿Desean despenalizar sólo las situaciones en las que concurren ambos requisitos?. Si es así, es ciertamente extraño propugnar la despenalización en los casos en que se da una enfermedad grave que conduce necesariamente a la muerte tras graves padecimientos permanentes físicos o psíquicos y permitir la penalización como auxilio (o auxilio ejecutivo) al suicidio sólo por el hecho de que la enfermedad no se considera grave, aun produciendo los mismos padecimientos.


Otro problema se plantea con los padecimientos psíquicos graves. Tanto la expresión “graves padecimientos físicos” como la de “graves padecimientos psíquicos” son vagas. Pero tengo la impresión de que los padecimientos físicos son más fácilmente mensurables. La constatación del padecimiento psíquico es tremendamente controvertida entre los especialistas. Si a eso le añadimos que el facultativo que hace el dictamen no tiene por qué ser un médico psiquiatra, pueden preverse interminables discusiones al respecto. Y la cuestión se complica aún más si de la resolución de la discrepancia depende la impunidad del sujeto activo.


              


Idéntica expresión se utiliza en el segundo supuesto, si bien en este caso los padecimientos deben ser permanentes difíciles de soportar y producidos por una enfermedad crónica. Parece claro que lo que diferencia a este segundo supuesto del primero es que la enfermedad no tiene por qué ser grave ni tiene por qué conducir a la muerte. Con todo, lo único que se consigue con esto es sustituir unos problemas por otros del mismo tipo. La vaguedad de la expresión “enfermedad crónica” no es menor que la de “enfermedad grave”. 


Por otra parte, hay que cuestionarse si los términos “crónico” (referido a la enfermedad), “irreversible” (referido al padecimiento de la enfermedad) y “permanente” (referido al tipo de padecimiento que la enfermedad produce), son equiparables. Si algunos de ellos lo son, entonces alguno está de más. Esto es, si todas las enfermedades crónicas producen un padecimiento permanente, o si respecto de todas ellas la forma de padecer es irreversible, o si todo lo irreversible produce padecimientos permanentes, entonces de alguno de los términos se puede prescindir. Si por el contrario cada término se refiere a conceptos distintos entonces se está exigiendo la concurrencia de tres propiedades: la irreversibilidad de la forma del padecimiento, la cronicidad de la enfermedad y la permanencia del padecimiento. Lo cual significa que si alguna de ellas no concurre y se practica la eutanasia, se estará cometiendo un delito. Es de suponer que un delito de auxilio (o auxilio ejecutivo) al suicidio. Pero ¿realmente quieren los autores de la Proposición de Ley castigar por el delito de auxilio al suicidio a quien ayuda a morir a un sujeto que está padeciendo, por ejemplo, una enfermedad que produce graves padecimientos permanentes, irreversibles y difíciles de soportar pero que no se considera crónica?. 





Finalmente, la expresión “difícil de soportar” es de una vaguedad preocupante. Si la impunidad del sujeto activo depende de la constatación de la dificultad del sujeto pasivo de soportar sus padecimientos (no se olvide, físicos o psíquicos), los conflictos serán irresolubles. Hay que recordar que con lo único que se cuenta, en principio, es con el dictamen de un facultativo, que no tiene por qué ser un especialista. Es decir, que puede darse el caso de un sujeto pasivo que padece un enfermedad (con las características requeridas) que produce padecimientos psíquicos difíciles de soportar, constatada por el dictamen de un dermatólogo (por ejemplo), y que, a pesar de esos padecimientos psíquicos, pide, expresa, seria e inequívocamente, que le practiquen la eutanasia. Parece excesivo crear tamaña situación de inseguridad jurídica. Prácticamente todo cabe en el supuesto de hecho del artículo 1 de la Proposición. E igualmente, en la práctica, todo es discutible que quepa. ¿Es esta la situación que pretenden crear los autores de la Proposición de Ley?.





Continúa el artículo estableciendo que “en los casos de pérdida definitiva de la consciencia, e insuperable, con reducción absoluta de sus facultades vitales autónomas los familiares en primer grado, y en su defecto quien ejerza la representación legal con arreglo al Código Civil, podrán realizar del facultativo correspondiente dicha petición de actos necesarios y directos”.


Por un lado, si la pérdida de la consciencia es definitiva, parece obvio que también es insuperable (y viceversa). ¿Qué sentido tiene, pues, requerir que la pérdida de la consciencia sea definitiva e insuperable?. Por otro, no sabemos exactamente qué es lo que hay que entender por “reducción absoluta de las facultades vitales autónomas”. ¿Cuáles se consideran las facultades vitales autónomas?. ¿Hasta qué punto deben estar reducidas para que se considere que la reducción es absoluta?. ¿Debe mediar también un dictamen de un facultativo que constate esa reducción (o que constate que la pérdida de la consciencia es definitiva e insuperable?.


En tercer lugar, se afirma que los peticionarios serán los familiares en primer grado. No va a ser raro que entre los familiares de primer grado del sujeto pasivo haya discrepancias. ¿Qué ocurrirá en este caso?. ¿A quién hará caso el facultativo?. Sin duda, si el sujeto activo practica la eutanasia sin que medie ninguna petición, no será posible la impunidad. Es de suponer que se le castigará por homicidio. Con mayor razón se le penará si practica la eutanasia en contra de la voluntad del sujeto pasivo o de quien le represente. Pero ¿castigará el juez a quien practica la eutanasia guiado por la petición de unos familiares en primer grado, a pesar de la oposición expresa de otros?. Si es así, ¿con base en qué criterios?. 


Por último, la petición se realiza “del facultativo correspondiente”. ¿Quién es el facultativo correspondiente?. ¿Uno cualquiera?. ¿Su médico de cabecera?. ¿El especialista?, y si es así ¿cuál?. Además, en este caso se exige que el sujeto activo sea un facultativo. ¿Significa esto que cuando lo pide el propio sujeto pasivo el sujeto activo puede ser cualquiera?. 


En fin, estas y otras dudas se plantean en un primer análisis del artículo 1 de la Proposición. Raro avance representa la norma que genera cuestiones más polémicas que las que pretende resolver.











La pena





El artículo 143.4 CP finaliza estableciendo que el sujeto activo “será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a las señaladas en los números 2 y 3 de este artículo” (el número 2 castiga la cooperación al suicidio con prisión de dos a cinco años, y el número 3 el auxilio ejecutivo al suicidio con prisión de seis a diez años).


Las combinaciones posibles para hallar la pena aplicable son variadas, puesto que el artículo establece dos conductas típicas (causar activamente con actos directos la muerte de otro o cooperar activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro), dos posibles atenuaciones (la pena inferior en uno o dos grados) y dos remisiones (los números 2 y 3 del artículo). Gracias a la conjunción disyuntiva “o” empleada en la descripción de las conductas y en la gradación de la pena y a la conjunción copulativa “y”  utilizada en la remisión a los apartados anteriores, las combinaciones de todos los elementos dan como resultado seis interpretaciones diferentes (y gramaticalmente correctas) sobre la aplicación de la pena. 





Para simplificar el análisis podemos denominar a la conducta de causar conducta A, y a la de cooperar, conducta B; así mismo, podemos referirnos a la rebaja simple de la pena como -1, y a la rebaja doble como -2; y finalmente, la remisión a los apartados correspondientes puede ser expresada mediante los números 2 y 3. Así las cosas, las interpretaciones posibles son las siguientes:


(A, -1, 2), (B, -2, 3)


(A, -1, 3), (B, -2, 2)


(A, -1, 2 y 3), (B, -2, 2 y 3)  


(A, -1 ó -2, 2), (B, -1 ó -2, 3)


(A, -1 ´-2, 3), (B, -1 ó -2, 2)


(A, -1 ó -2, 2 y 3), (B, -1 ó -2, 2 y 3)





Prescindo de otras tres combinaciones que considero gramaticalmente insostenibles: 


(A, -2, 2), (B, -1, 3), es decir, aplicar a la causación la pena inferior en dos grados a la del supuesto segundo, y a la cooperación la inferior en grado a la del supuesto tercero.


(A, -2, 3), (B, -1, 2), esto es, aplicar a la causación la pena inferior en dos grados a la del supuesto tercero y a la cooperación, la inferior en grado a la del supuesto segundo.


(A, -2, 2 y 3), (B, -1, 2 y 3), es decir, aplicar a la causación la pena inferior en dos grados a las previstas en los números segundo y tercero, y aplicar a la cooperación la inferior en un grado de los mismos números. 


Por muy mal que esté redactado el artículo no es posible entender que la reducción de dos grados corresponde a la conducta de causación y la reducción en un grado a la de cooperación.





1. Según la primera interpretación, (A, -1, 2) (B, -2, 3), puede entenderse que lo que la norma prescribe es que a la conducta de causar se le aplicará la pena inferior en un grado a la prevista en el número dos, y a la de cooperar, la inferior en dos grados a la prevista en el número tres. Es decir, que la conducta de causación se remitiría al apartado segundo, previsto para la cooperación al suicidio, y la conducta de cooperación se remitiría al apartado tercero, previsto para el auxilio ejecutivo al suicidio (llamémosle causación en el suicidio). En aplicación del artículo 70.1 CP las penas del artículo 143.4 CP serían las siguientes: para la causación, de un año a dos años menos un día (la inferior en grado a la del número dos); para la cooperación, de dieciocho meses (año y medio) a tres años menos un día (la inferior en dos grados a la del número tres). En definitiva, se estaría penando más gravemente la cooperación que la causación, y podría ser más grave cooperar en una eutanasia (no olvidemos que es el supuesto atenuado) que cooperar en un suicidio (castigado con pena de dos a cinco años). Es difícil aceptar que esta es la solución querida por el legislador.





2. Para evitar este absurdo, se puede entender que ha habido un error lógico de remisión y que lo que se quería decir es que a la conducta de causar se le aplicará la pena inferior en un grado a la prevista en el número tres para la causación del suicidio, (A, -1, 3), y a la de cooperación la pena inferior en dos grados a la prevista en el número 2 para la cooperación en el suicidio, (B, -2, 2). Esta interpretación consigue hacer coherente la remisión a los apartados correspondientes del artículo: para la causación en la eutanasia, la causación en el suicidio; para la cooperación en la eutanasia, la cooperación en el suicidio. 


A la causación le correspondería una pena de tres a seis años menos un día, y a la cooperación, de seis meses a un año menos un día. En este caso, la pena impuesta tendría más sentido, pues se estaría penando más gravemente la causación que la cooperación. De todos modos, la desproporción de las penas en ambos supuestos sería grande. Y no dejaría de ser extraño comprobar que a la causación en la eutanasia se le rebaja un grado respecto de su conducta de referencia (la causación en el suicidio), y a la cooperación en la eutanasia se le rebaja dos grados respecto de la suya (la cooperación en el suicidio). Lo lógico debe ser que si se rebaja la pena de la eutanasia en relación con el suicidio se rebaje en la misma proporción a la conducta de causación respecto de la causación en el suicido, y a la conducta de cooperación respecto de la cooperación en el suicidio. Bajar en un grado la primera y en dos grados la segunda no tiene ningún sentido. Es de suponer que la gravedad entre las conductas de causación y de cooperación en el suicidio guarda una determinada relación que debe reflejarse en las penas previstas para uno y otro caso. Si las conductas se mantienen y sólo cambian las condiciones en las que estas se producen, las penas para la causación y para la cooperación en la eutanasia podrán variar más o menos respecto de las mismas conductas de referencia, pero entre sí deberán guardar la misma relación que tienen en el suicidio. Rebajar la pena en un grado para uno de los supuestos y en dos para el otro, sin ninguna explicación, no tiene razón de ser.








3. En tercer lugar, manteniendo esta ilógica rebaja de las penas, puede entenderse que lo que se desea es que la remisión a los apartados anteriores sea común para ambas conductas. En este caso, a la causación se le aplicaría la pena inferior en grado a la de los números dos y tres, (A, -1, 2 y 3), y a la coperación, la inferior en dos grados a las de los mismos números, (B, -2, 2 y 3). Así se evitarían los problemas de remisión mencionados anteriormente. 


A la causación le correspondería una pena de entre un año y seis años menos un día (que son los límites mínimo y máximo de las inferiores en grado a las previstas en los números dos y tres respectivamente). Y a la cooperación le correspondería una pena de entre seis meses y tres años menos un día (que son los límites mínimo y máximo de las inferiores en dos grados a las previstas en los números dos y tres respectivamente). Con todo, la interpretación no deja de ser extraña, pues se estaría jugando para marcar el límite inferior de la pena, con el límite mínimo de la pena prevista para la cooperación en el suicidio, y para marcar el límite máximo, con el límite máximo de la pena prevista para la causación en el suicidio. Así las cosas, se podría llegar a penar una cooperación en la eutanasia (de seis meses a tres años menos un día) más gravemente que una causación de la eutanasia (de uno a seis años menos un día). Y se podría penar una cooperación en un suicidio (de dos a cinco años) más benévolamente que una cooperación en una eutanasia (de seis meses a tres años menos un día). Tales soluciones son absurdas, pues debe entenderse que el legislador considera que causar la muerte es peor que cooperar a ella, que los supuestos de suicidio son más graves que los de eutanasia, y que esto debe verse reflejado en las penas que se prevén para todos los casos. 


Si dejar la reducción de la pena en un grado sólo para el supuesto de que se cause la muerte, y la de dos grados sólo para el supuesto de que se coopere en ella, no es satisfactorio, cabe otra interpretación que permita la reducción de la pena en ambos supuestos en uno o dos grdos. 





4. En efecto, se puede pensar que a la causación se le aplicará la pena inferior en uno o dos grados de la prevista para el número dos, (A, -1 ó -2, 2), y a la cooperación la inferior en uno o dos grados de la prevista en el número tres, (B, -1 ó -2, 3). A la causación le correspondería una pena de seis meses a dos años menos un día, y a la cooperación una de dieciocho meses a seis años menos un día. Con esta solución, absurda, se estarían penando de nuevo más gravemente las conductas de cooperación que las de causación. Y, lo que es peor, se podría penar la cooperación en una eutanasia (de dieciocho meses a seis años menos un día) con más años que la cooperación en un suicidio (de dos a cinco años). 





5. Para evitar este sin sentido, puede entenderse que ha habido un error lógico de remisión, y que debe interpretarse que a la causación se le aplicarán las penas inferiores en uno o dos grados, pero de las previstas en el número tres, (A, -1 ó -2, 3), y que a la cooperación se le aplicarán las penas inferiores en uno o dos grados, pero de las previstas en el número dos, (B, -1 ó -2, 2). Para la causación, la pena oscilaría entre dieciocho meses y seis años menos un día, y para la cooperación, la pena iría de seis meses a dos años menos un día. Con todo, la desproporción entre las penas sería evidente. Es cierto que se mantiene la proporción punitiva entre la causación y la cooperación en la eutanasia y la causación y la cooperación en el suicidio, penando más a éstas que a aquéllas. No obstante, se podría llegar a penar más una cooperación en la eutanasia (de seis meses a dos años menos un día) que una causación en la eutanasia (de dieciocho meses a seis años menos un día). Solución carente de sentido, pues esto no ocurre en las conductas de referencia: la cooperación en el suicidio (de dos a cinco años) nunca se puede penar más gravemente que la causación en el suicidio (de seis a diez años).





6. Por último, puede entenderse que la atenuación de la pena en uno o dos grados respecto de la prevista en los números dos y tres es aplicable tanto a la causación como a la cooperación, (A, -1 ó -2, 2 y 3) (B, -1 ó -2, 2 y 3). En este caso, la pena que correspondería para ambos supuestos oscilaría entre seis meses (la inferior en dos grados a la prevista en el número dos, que es el supuesto más benigno), y seis años menos un día (la inferior en un grado a la prevista en el número tres, que es el supuesto menos benigno). Estas serían las penas más alta y más baja que se podrían imponer en cualquiera de los dos casos. Se estaría jugando en este supuesto con un margen amplísimo para la aplicación de la pena, y además, se estaría tratando igual a dos conductas que no lo son. Esto trae consigo varias consecuencias desagradables y sin sentido. Por un lado, se podría aplicar a la cooperación en la eutanasia, que es un supuesto atenuado, una pena superior a la prevista en la cooperación al suicidio, que es un supuesto agravado, pues la pena máxima para la cooperación al suicidio es de cinco años, y en la eutanasia se podría llegar hasta los seis años menos un día. Por otro lado, se podría aplicar a la cooperación en la eutanasia una pena más grave que a la causación en la eutanasia, cosa absurda desde el momento en que en los casos de suicidio se mantiene una diferenciación de ambas conductas.





En conclusión, ninguna de las soluciones propuestas es satisfactoria. En principio, parece inaceptable que el artículo 143.4 CP, que es un tipo atenuado respecto a los números dos y tres, llegue a castigarse con pena más grave. Si se da esta circunstancia es de suponer que algo está mal interpretado. No se puede pensar que el legislador quiere atenuar los supuestos de eutanasia y que para conseguir eso les aplica una pena más grave. Esto permite excluir las interpretaciones primera, tercera, cuarta y sexta. 


Quedaría la interpretación segunda, que establece una pena de tres a seis años menos un día para la causación y de seis meses a un año menos un día para la cooperación, y la interpretación quinta, que estipula una pena de dieciocho meses a seis años menos un día para la causación y de seis meses a dos años menos un día para la cooperación. De este modo se evitaría que las causaciones y cooperaciones en los suicidios se pudieran penar más levemente que las mismas conductas en las eutanasias. 


No obstante, la solución no deja de ser rebuscada. Para llegar a ella tenemos que prescindir del tenor literal del artículo y entender que cuando el legislador se refiere a las penas señaladas en los números dos y tres en realidad quiere decir justo lo contrario, es decir, que hay que remitirse a las penas establecidas en los números tres y dos. Sólo así se puede llegar a una solución mínimamente coherente, ya que ni siquiera lo es del todo, pues estas interpretaciones producen otras extrañas consecuencias. 


Si entendemos que se rebaja la pena un grado para la causación y dos grados para la cooperación respecto de las de los números tres y dos respectivamente, tendremos que aceptar como consecuencia una diferencia desproporcionada de punición, que no tiene su correlato en los números tres y dos del artículo, referidos al suicidio. Según esta interpretación la pena de la causación oscilaría entre tres y seis años menos un día, y la de la cooperación entre seis meses y un año menos un día. Es decir, que mientras la pena máxima de la cooperación no superaría el año, la de la causación podría llegar a los seis años y no bajaría de tres. 


Si, en cambio, nos adherimos a la interpretación quinta, entenderemos que se rebaja la pena uno o dos grados tanto para la causación como para la cooperación respecto de las de los números tres y dos respectivamente, y tendremos que aceptar como consecuencia que la causación pueda penarse más levemente que la cooperación, pues la pena de la causación oscilaría entre dieciocho meses y seis años menos un día, y la de la cooperación entre seis meses y dos años menos un día. Esta solución tiene, al menos, la lógica de rebajar en la misma proporción (uno o dos grados) las penas de unas conductas (causar o cooperar) referidas a un mismo supuesto (la enfermedad grave que conduce necesariamente a la muerte o que produce graves padecimientos). Si la eutanasia se considera un supuesto menos grave en relación con el suicidio, es razonable que las conductas referidas a la eutanasia se atenúen con respecto a las referidas al suicidio. También parece razonable pensar que esa atenuación debe ser única, pues los supuestos en juego son sólo dos y sólo es posible establecer un tipo de relación entre ambos (es decir, que la atenuación podrá ser de uno o de dos grados, pero siempre única y exclusivamente de la eutanasia respecto del suicidio porque no existe un tercer término en la relación). Si diferenciamos dos conductas posibles en el suicidio que se consideran merecedoras de pena distinta, y hacemos la misma diferenciación en la eutanasia, es muy razonable pensar que la atenuación de estas conductas respecto de las del suicidio será la única existente, esto es, la establecida entre la eutanasia y el suicidio. Si lo único que se modifica es la condición de aplicación de las normas, la atenuación tendrá que referirse a esa única circunstancia que se modifica. Es ilógico sostener que la causación en la eutanasia es menos grave que la causación en el suicidio, pero que la cooperación en la eutanasia es muchísimo menos grave que la cooperación en el suicidio. Por ello, deberemos rechazar la segunda interpretación que permite esa desproporción de penas, aceptando como la menos mala la interpretación quinta que permite rebajar la pena tanto para la causación como para la cooperación en la eutanasia en uno o en dos grados respecto de sus conductas de referencia, que son las de causación y cooperación en el suicidio (Muñagorri, 1994, 60). La cooperación en la eutanasia podrá llegar a estar más penada que la causación en la eutanasia, cosa que jamás ocurre en el suicidio, pero de las consecuencias sin sentido que se derivan de la interpretación del artículo 143.4 CP es la que más sentido tiene.





En conclusión el artículo 143.4 CP es un artículo difícilmente comprensible, vago y ambiguo; un artículo que no establece con claridad qué conductas quiere tipificar, qué presupuestos de hecho deben darse o qué pena se desea imponer. 


Como se ha expuesto, gran parte de estos problemas se ha trasladado al artículo 1 de la Proposición. Las expresiones son, en muchos casos, idénticas, y las ambigüedades e imprecisiones del 143.4 CP se deslizan con ellas al artículo 1. Una de las pocas cuestiones sensiblemente diferentes entre ambos artículos es la referida a la pena, pues el artículo 1 pretende despenalizar lo que el artículo 143.4 CP castiga. No obstante, el desconcierto no es menor. 


Con el artículo 143.4 CP sabemos que algún tipo de conducta se desea penar, pero no sabemos exactamente cuál ni podemos precisar cuál será la pena a imponer. Con el artículo 1 de la Proposición, sabemos que no habrá pena que imponer, pues se establece que “no incurrirá en delito alguno del presente título”, pero seguimos sin saber qué es exactamente lo que debe hacer el sujeto activo para verse libre de pena. 




















5. La Disposición Adicional de la Proposición de Ley





La Proposición de Ley contiene una Disposición Adicional en la que, entre otras cosas, se establece la obligación del Gobierno de elaborar un reglamento que “garantice el derecho a que se adopten las medidas médicas oportunas para acceder a una muerte digna [...] en el plazo máximo de seis meses”. La vaguedad de la expresión nos plantea, otra vez, engorrosos interrogantes. 


Por un lado, la “muerte digna” parece referirse a la muerte del sujeto pasivo en las condiciones previstas en el artículo 1. ¿Tendremos que dilucidar en algún caso si la muerte del sujeto pasivo ha sido digna o ha dejado de serlo para decidir si se ha violado el derecho?. Y, en tal caso ¿qué entenderemos por “muerte digna”?. 


La cuestión de la indignidad de la muerte aporta un grado de imprecisión serio e incómodo a la expresión. 


Desde un punto de vista kantiano, se entenderá como el valor interno, absoluto, gracias al cual el hombre infunde respeto hacia él y hacia los demás (Kant, 1994, 299). Un valor que no tiene precio ni equivalente (Kant, 1994, 335), pues el ser humano (libre de las leyes naturales) está sometido sólo a su propia ley (cuya máxima puede pertenecer a una legislación universal) que es la que determina todo valor, por lo que debe poseer en sí misma un valor incondicionado e incomparable. Por eso, al cabo, la autonomía es el fundamento de la dignidad humana (Kant, 1995, 113).


En un sentido similar, Martín Mateo (1987, 121), la define como un valor espiritual y moral manifestado en la autodeterminación consciente y responsable de la propia vida y que demanda el respeto de los demás. Y Nino (1989, 287), la entiende como un estatus moral del hombre que exige que se le trate según sus “decisiones, intenciones o manifestaciones de consentimiento”. 


Desde otro punto de vista puede ser entendida como algo intangible (Barrenechea, 1990, 88), como un baluarte inexpugnable prescrito por la ley eterna (González Pérez, 1986, 203), o como un fenómeno originario, universal e indestructible, conectado con la esencia del hombre y que proviene de su condición como imagen de Dios (Barco, 1992, 17; Barcia, 1975).


En cualquier caso, ¿pueden ayudarnos estos u otros conceptos de dignidad a precisar lo que es una muerte digna?. ¿Debe entenderse que la muerte digna es aquella que está en consonancia con lo que el sujeto pasivo autónomamente desea?. ¿Se puede calificar entonces el auxilio ejecutivo al suicidio como la ayuda a morir dignamente?. Y si no es así, ¿qué es lo que hace que en la eutanasia se pueda hablar de muerte digna y no en el suicidio?. Puede que se trate de la situación del sujeto pasivo, situación que se considera no proporcionada a lo que esa persona merece por el hecho de ser tal. Pero ¿cuáles son esas situaciones?. ¿Qué criterios podremos emplear para dilucidar si la situación es proporcionada o deja de serlo?. En definitiva, ¿cuándo podemos decir que la muerte del sujeto pasivo es digna?.





Por otro lado, no sabemos cuáles deben ser esas medidas médicas oportunas que se mencionan en la disposición adicional, pero es de suponer que se referirán ante todo a la petición del sujeto pasivo y a la remoción de los obstáculos que se puedan poner al sujeto activo. El contenido de esas nos es desconocido. ¿“Adoptar las medidas médicas oportunas para acceder a una muerte digna” significa “practicar la eutanasia”?; ¿o la práctica de la eutanasia se circunscribe sólo al acceso a la muerte digna y, entonces, las medidas médicas oportunas se refieren, diríamos, a cuestiones correlativas o coadyuvantes?. 


Más problemas plantea la mención del término “derecho”. Por un lado, no queda claro quién es el titular del derecho. Probablemente los autores de la Proposición pretenden que el titular sea el propio sujeto pasivo, pero tal como está redactada la disposición adicional, podría ser cualquier otro, pongamos por caso, los familiares del sujeto pasivo, el personal sanitario, o cualquier persona que tenga interés en el asunto o se vea afectada por él. 


Téngase en cuenta, además, que no se establece un derecho  a acceder a una muerte digna, sino a que se adopten las medidas oportunas para acceder a una muerte digna. Esto es, que el sujeto pasivo (si entendemos que él es el titular) posee el derecho a que otros hagan algo, oportuno para que él pueda acceder a una muerte digna, pero, en principio, no tiene un derecho a acceder a la muerte digna. 


Por otro lado, establecido un derecho así (no sabemos de qué tipo), se crean necesariamente deberes correlativos en terceras personas. Primero un deber general de abstenerse de obstaculizar el ejercicio del derecho. En segundo lugar, el deber de determinadas personas (no sabemos cuáles) de adoptar las medidas médicas oportunas. En efecto, desconocemos quienes son los sujetos afectados por este deber. Podemos suponer que será el personal sanitario, pero ¿quiénes en concreto?. ¿Todos aquellos que potencialmente pueden hacer algo oportuno para que el sujeto pasivo acceda a la muerte digna?.


En tercer lugar y como veíamos más arriba, desconocemos también el alcance de la expresión “adoptar las medidas médicas oportunas para acceder a una muerte digna”. ¿Significa, de hecho, practicar la eutanasia tal y como está definida en el artículo 1 de la Proposición?. Si es así, ¿se está propugnando la práctica de la eutanasia como un deber?. Puede que no. Puede que la adopción de las medidas médicas oportunas se refiera sólo a la adopción de las medidas que ayuden al sujeto pasivo a realizar su petición expresa, seria e inequívoca (para acceder a una muerte digna), y tengan que ver más con el suministro de información comprensible y con el trato correcto de los enfermos. Si es así, ¿se está propougnando el derecho del sujeto pasivo a que el personal sanitario realice bien su trabajo?. 





Todo ello además, puede ponerse en relación con la segunda parte de esta disposición adicional que establece que “asimismo, el Gobierno adoptará las medidas oportunas para regular el ejercicio de la objeción de conciencia del personal sanitario en la materia objeto de esta Ley”. 


Todo apunta a que los autores de la Proposición están defendiendo el derecho del sujeto pasivo a acceder a una muerte digna, o por mejor decir, a que otros le practiquen la eutanasia. De este modo, cobra pleno sentido el ejercicio de la objeción de conciencia. Esta debe entenderse como una forma básica de desobediencia civil (Gascón, 1990, 91), caracterizada por el hecho de que el individuo considera que una norma jurídica le impone un comportamiento que entra en conflicto con sus principios morales o religiosos (Nino, 1989, 406). Y esto sólo tiene sentido si lo que se le está exigiendo al objetor es que cause o coopere en la muerte del sujeto pasivo (lo cual está en consonancia con el último párrafo del artículo 1 en el que se establece claramente que la petición de actos necesarios y directos se hará a un facultativo). Por contra, poco sentido tendría que se quisiera dejar a salvo la conciencia del personal sanitario frente al hecho de elaborar un dictamen facultativo que constate la situación del paciente, suministrarle información comprensible o dispensarle un trato médicamente correcto.


Por lo tanto, según todos los indicios se está propugnando el deber de practicar la eutanasia. Pero si esto es así, la expresión del comienzo del artículo que establece que “no incurrirá en delito alguno del presente título ...” es francamente curiosa. Porque ya no se trata de que el sujeto activo no incurra en delito alguno, sino que se le está imponiendo un deber. Y, evidentemente, quien cumple un deber jurídico jamás puede estar cometiendo delito. Por consiguiente, la expresión lógica del artículo no debería ser esa, pues con tal expresión se nos está diciendo que si a alguien se le ocurre practicar la eutanasia, no cometerá delito, y que, por supuesto, no hay deber alguno de practicarla. El artículo tendría que haber especificado el deber de practicar la eutanasia en consonancia con el derecho del sujeto pasivo a que se adopten las medidas médicas oportunas para acceder a una muerte digna. 


Finalmente, la objeción de conciencia se defiende sólo respecto del personal sanitario. Pero el artículo no exige que el sujeto activo pertenezca al personal sanitario (sólo en el caso de que el sujeto pasivo pierda la conciencia se establece que los familiares “podrán realizar del facultativo correspondiente” la oportuna petición). En los demás casos, no incurrirá en delito alguno el que cause o coopere, sea éste médico, enfermero, asistente social, familiar o amigo del sujeto pasivo. Y si esto es así, el sujeto activo que no sea personal sanitario no podrá objetar el deber de practicar la eutanasia. ¿Se penará a quien incumpla ese deber?.       


Y de entre todos los sujetos que pueden practicar la eutanasia, ¿cómo se decidirá quién lo hace si todos tienen el deber de hacerlo?. 











Es de esperar que si algún día llega a despenalizarse algún supuesto de eutanasia todavía penado se haga mediante una Ley Orgánica extensa que fije con precisión las condiciones de aplicación de la norma; es decir, que establezca con detalle la situación en que debe encontrarse el sujeto pasivo, el comportamiento que debe tener el sujeto activo, el momento y el modo de practicar la eutanasia, y, en fin, otros requisitos que puedan considerarse, tales como la intervención de distintos profesionales médicos o de los Comités Asistenciales de Etica.


Parece claro que todo eso no puede encerrarse en la, necesariamente corta, redacción de un artículo como el que propone el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida. 
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